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DECISIÓN CONFIRMA AUTO APELADO 

 

Medellín, quince de diciembre de dos mil veintiuno 

 

El despacho resuelve lo pertinente sobre el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandada en el asunto de la referencia. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. La parte demandante solicitó el decreto de la medida cautelar 

consistente en la inscripción de la demanda sobre el inmueble identificado 

con el folio de matrícula inmobiliaria 001-1221274, de propiedad del 

demandado. Al respecto, la demandante indicó que si bien ya se había 

decretado la inscripción de la demanda sobre los inmuebles identificados con 

las matrículas inmobiliarias 001-1161806 y 001-1161783, respecto de los 

cuales solicita la restitución en este proceso, lo cierto es que con la nueva 

medida pretende que se le garantice el pago de los perjuicios pretendidos, ya 

que en virtud del artículo 1546 del Código Civil, en la demanda pretendió 

tanto la resolución del contrato como el resarcimiento de los perjuicios. 

 

1.2. Mediante auto de 22 de octubre de 2021, el Juzgado 008 Civil del 

Circuito de Medellín, con fundamento en el literal c) del artículo 590 del 

Código General del Proceso, tras advertir la apariencia de buen derecho en lo 

pretendido, decretó la medida cautelar deprecada. 

 

1.3. Inconforme con tal decisión, la parte demandada interpuso el recurso de 

reposición y en subsidio el de apelación. Señaló que la juez debió examinar 

con mayor rigor la pertinencia de la nueva medida cautelar solicitada, en 

tanto que el derecho de la parte demandante no es tan cierto como se 
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pretende. En efecto, el apoderado judicial del demandado expuso que como 

la cautela decretada recae sobre un inmueble ajeno a los que son objeto del 

contrato debatido en el proceso, la juez, para analizar la apariencia de buen 

derecho, debió tener en cuenta que en el trascurso del proceso se aportó un 

contrato de promesa de compraventa -ocultado por la parte demandante-, 

celebrado el 27 de febrero de 2019, entre María Estella Villareal Capre y Juan 

Felipe Campuzano Zuluaga, en que consta la autorización para que la 

escritura pública quedara a nombre de Cesar Aurelio Vélez Arroyave. 

Asimismo, el recurrente hizo énfasis en que la juzgadora tuvo que analizar la 

contestación a la reforma de la demanda, en la que se explica las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar que condujeron a que la escritura 

saliera a nombre de Cesar Aurelio Vélez Arroyave y en la que se solicita que 

se integre a Juan Felipe Campuzano Zuluaga, como verdadero comprador de 

los inmuebles objeto de litigio. 

 

1.4. Del recurso interpuesto se corrió traslado a la parte demandante, quien 

solicitó que el mismo sea denegado, en tanto que el supuesto contrato de 

promesa a que hace alusión la parte demandada, no tiene ninguna relación 

con la escritura pública a que se hace mención, pues ni las partes ni el precio 

coinciden. Asimismo, la parte demandante expuso que, en la contestación de 

la demanda, el apoderado del demandado, en virtud de lo dispuesto en el 

artículo 193 del Código General del Proceso, confesó que no se ha pagado el 

valor del inmueble establecido en la escritura pública objeto de litigio, por lo 

que no puede alegar la falta de apariencia de buen derecho, ya que César 

Aurelio Vélez Arroyave no puede pretender apropiarse de un inmueble sobre 

el que ni siquiera ha pagado el precio acordado. 

 

1.5. El juzgado mediante auto de 16 de noviembre de 2021, resolvió no 

reponer la decisión cuestionada y conceder el recurso de apelación. La 

funcionaria judicial –en síntesis- expuso que la parte recurrente no logró 

probar los requisitos necesarios para el levantamiento de la medida cautelar 

de inscripción de demanda por ausencia de apariencia de buen derecho, pues 

contrario a ello, en el proceso está acreditado que la demandante pidió la 

resolución del contrato de compraventa que celebró con el demandado, por 

el incumplimiento de este en el pago del precio y, en consecuencia, que se 

cancele la escritura pública de compraventa, para lo cual allegó como 
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pruebas, la copia del contrato y el certificado de la cuenta bancaria con el 

que pretende acreditar que no hubo pago en la fecha acordada. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. El artículo 590 del Código General del Proceso, al regular la procedencia 

de la medida cautelar de inscripción de la demanda en procesos declarativos, 

dispone lo siguiente: 

 

“1. Desde la presentación de la demanda, a petición del demandante, el 

juez podrá decretar las siguientes medidas cautelares: 

 

a) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro y el 

secuestro de los demás cuando la demanda verse sobre dominio u otro 

derecho real principal, directamente o como consecuencia de una 

pretensión distinta o en subsidio de otra, o sobre una universalidad de 

bienes. 

 

(...) 

 

b) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que sean de 

propiedad del demandado, cuando en el proceso se persiga el pago de 

perjuicios provenientes de responsabilidad civil contractual o 

extracontractual (…)” 

 

De lo anterior, se desprende que la inscripción de la demanda procede en los 

juicios declarativos, cuando en estos: (i) se discute el dominio u otro derecho 

real principal, directamente o como consecuencia de una pretensión distinta o 

en subsidio de otra, (ii) se debaten cuestiones relativas a una universalidad 

de bienes, y (iii) se persiga el pago de perjuicios provenientes de la 

responsabilidad civil contractual o extracontractual. 
 

2.2.  Por su parte, el literal c) del mismo artículo 590 del estatuto procesal 

civil, prevé otras cautelas posibles en los procesos declarativos, por lo que 

señala que es procedente 

 

“c) Cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la 

protección del derecho objeto del litigio, impedir su infracción o evitar las 
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consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, hacer cesar los que 

se hubieren causado o asegurar la efectividad de la pretensión. 

 

Para decretar la medida cautelar el juez apreciará la legitimación o interés 

para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o la vulneración del 

derecho. 

 

Así mismo, el juez tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho, como 

también la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida y, si lo 

estimare procedente, podrá decretar una menos gravosa o diferente de la 

solicitada. El juez establecerá su alcance, determinará su duración y podrá 

disponer de oficio o a petición de parte la modificación, sustitución o cese 

de la medida cautelar adoptada (…)”. 

 

El decreto de esas medidas, catalogadas como “innominadas”, impone al juez 

del asunto un estudio minucioso sobre la legitimación o interés para actuar, 

la existencia de la amenaza o la vulneración del derecho, la necesidad, 

efectividad y proporcionalidad de la cautela deprecada, así como la apariencia 

de buen derecho, en torno al objeto del litigio. 
 

 

2.2. La Corte Suprema de Justicia, en sentencia STC3917 de 23 de junio de 

2020, expuso -en síntesis- que cuando la medida cautelar está regulada 

taxativamente por el legislador para un tipo de proceso, para decretarla no 

hay lugar a exigir los requisitos previstos en el literal c) del artículo 590 del 

Código General del Proceso, como si se tratara de una medida cautelar 

innominada. En efecto, en el caso que esa Corporación estudiaba en esa 

providencia, dijo: 
 

 “(…) A la luz de las consideraciones precedentes, se constata la vía de hecho 

enrostrada por el tutelante, pues, aun cuando el extremo activo deprecó la 

“inscripción de la demanda” sobre un predio del demandado en 

responsabilidad, con apoyo en el literal b) del numeral 1° del artículo 590 del 

Código General del Proceso, el tribunal, para denegar su decreto, tuvo en 

cuenta la apariencia de buen derecho, como si se tratara de una cautela 

“innominada”. 

 

(…)  Ciertamente, el ordenamiento jurídico, consagra, como antes se expuso, 

un régimen especial para la “inscripción de la demanda”, previendo 
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taxativamente los casos en los cuales procede, su alcance y efectos, y otro 

distinto para las cautelas innominadas, imponiendo para su decreto, la 

petición puntual del extremo interesado y un juicio minucioso del funcionario 

de conocimiento, en relación con la necesidad, efectividad y proporcionalidad 

de la medida. 
 

Así las cosas, es clara la irregularidad enrostrada a la decisión del tribunal, 

pues esa autoridad estimó que aun cuando la norma permite la inscripción de 

la demanda en los juicios de responsabilidad civil cuando se persiga el pago 

de perjuicios, necesariamente debía observarse la apariencia del buen 

derecho, presupuesto exigido únicamente para las medidas innominadas, lo 

cual revela que relegó las diferencias entre las clases de cautelas atrás 

referenciadas. 

 

Es preciso acotar que, uno de los elementos distintivos de la última de las 

citadas cautelas es su carácter restringido con relación a las establecidas de 

antaño en el ordenamiento procesal civil, por tanto, requieren de un estudio 

minucioso sobre las particularidades que rodean el caso en el cual se solicita 

su imposición. 

 

Las cautelas continúan siendo, como en el anterior Estatuto Adjetivo Civil, la 

inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro, el embargo y/o el 

secuestro; empero, además, se establece la procedencia de las llamadas 

innominadas y las previstas para los “procesos de familia” (art. 598, C.G.P.), 

al lado de algunas otras, específicamente autorizadas a lo largo del 

ordenamiento. 

 

Esa clasificación demuestra la existencia de una regulación propia para cada 

tipo de medida e impide concluir que para el decreto de la inscripción de la 

demanda en asuntos como el aquí debatido, se deba exigir el mismo examen 

minucioso que se requiere para la prosperidad de una cautela innominada, 

pues, de haberse querido ello por el legislador, por un lado, así se habría 

indicado en la respectiva norma; y por el otro, nada se habría precisado 

taxativamente en torno a la pertinencia y característica de esa medida para 

los procesos de responsabilidad civil donde se persiga el pago de perjuicios. 

 

4.1. Realizando una comparación entre el anterior Estatuto Adjetivo Civil y el 
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actual, frente al tema de la inscripción de la demanda, observamos que 

ambas normas establecen tres únicos presupuestos para su decreto en 

procesos como el aquí estudiado: i) la existencia de una pretensión donde se 

persiga el resarcimiento de perjuicios ocasionados por la responsabilidad 

endilgada, sea contractual o extracontractual o cualquiera de las solicitudes 

determinadas en el art. 590 literales a y b; ii) que el bien sujeto a registro 

sea de propiedad del demandado; y iii) el pago de una caución con la cual se 

asegure el menoscabo eventualmente causado por la práctica de la medida. 
 

 (…) 
 

Como se observa, el legislador circunscribió los requisitos para la inscripción 

de la demanda, a los señalados en las disposiciones transcritas; de modo que 

no considera necesario imponer el estudio de la “apariencia del buen 

derecho” ni los demás requisitos previstos en el inciso tercero del literal c 

para la inscripción de la demanda en los temas o asuntos donde se admite su 

petición y decreto, como en los de responsabilidad civil.  

 

Lo dicho fulge límpido de la reciente historia de la cautela en cuestión, 

analizado comparativamente, entre la anterior legislación y la nueva, según la 

transcripción. No se ha contemplado explícitamente en el pasado, ni se 

evidencia en el C. G. del P. para la inscripción de la demanda esa exigencia; 

sólo aparece en la estructura del literal c para las cautelas innominadas, es 

decir, para aquéllas que carecen de nombre o de designación específica; 

como lo expresa la Real Academia Española –RAE- “(…) Innominado(a): Que 

no tiene nombre especial (…)”1.  

 

De modo que atendiendo la preceptiva del artículo 590 del Código General 

del Proceso, literal c), cuando autoriza como decisión cautelar “(…) 

cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la protección 

del derecho objeto del litigio (…)” (subraya fuera de texto), implica entender 

que se está refiriendo a las atípicas, diferentes a las señaladas en los literales 

a) y b), las cuales sí están previstas legalmente para casos concretos; de 

consiguiente, los requisitos establecidos para el decreto de las medidas 

innominadas no pueden ser extensivos para aquéllas existentes con 

categorización e identidades propias (inscripción de la demanda, embargo y 

                                                 
1 Real Academia Española –RAE-. Diccionario de la lengua española, Edición del Tricentenario 

[En Línea]. Actualización 2018 [25 de octubre de 2019]. Disponible en la Web: 
https://dle.rae.es/?id=Lgshf22 

https://dle.rae.es/?id=Lgshf22
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secuestro); amén de la clara autonomía que dimana del numeral 1 del art. 

590 del C. G. del P, en relación con cada uno de los literales: a), b) y c)”. 

(criterio reiterado en la sentencia STC4557 de 28 de abril de 2021). 

 

3. En el presente caso, este despacho advierte de entrada que el auto de 

primera instancia debe ser confirmado; pero, por razones diferentes a las 

expuestas por la juez a quo. En efecto, en tratándose de un asunto en el que 

se pretende la resolución contractual más indemnización de perjuicios -

remedio contractual ante el incumplimiento del contrato bilateral-, la 

inscripción de la demanda sobre los bienes sujetos a registro de propiedad 

del demandado, es procedente, en virtud de lo dispuesto en el literal b) del 

artículo 590 del Código General del Proceso, sin que en tales eventos sea 

necesario el examen por parte del juzgador relativo a verificar la “apariencia 

de buen derecho, como también la necesidad, efectividad y proporcionalidad 

de la medida”.   

 

3.1. Una discusión como la que se plantea en este recurso, acerca de la 

existencia o no de la apariencia de buen derecho en el caso concreto para la 

procedencia de la medida cautelar consistente en la inscripción de la 

demanda sobre el bien inmueble identificado con el folio de matrícula 

inmobiliaria 001-1221274 -requisito al cual hizo alusión la juez de primer 

grado al decretar la cautela-, desconoce las particularidades de las medidas 

cautelares preceptuadas en el Código General del Proceso, ya que, no es 

viable extender los requisitos de las medidas cautelares innominadas, a la 

inscripción de la demanda prevista para los juicios declarativos en los que se 

persiga el pago de perjuicios derivado de la responsabilidad civil contractual – 

contemplada para la resolución del contrato más indemnización de perjuicios 

pedida en este caso-. 

 

3.2. En efecto, en un asunto similar, la Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, 

en sentencia STC9822 de 09 de noviembre de 2020, refirió que: 

 

“Si bien, el funcionario fustigado se equivocó al elegir la norma aplicable en 

relación con las medidas preliminares solicitadas por la sociedad demandante 

para asegurar el pago de la eventual condena por perjuicios, el yerro carece 

de trascendencia, por cuanto, en últimas, el sentido de su decisión fue 

acertado. 
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Ello, porque para resolver tal petición no era ineludible acudir al último literal 

del artículo tantas veces mencionado, pues bastaba con circunscribirla a la 

“inscripción de la demanda” prevista en el “b” ídem, para aquellos casos 

donde “se persiga el pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil 

contractual (…)”, la cual, bien podría derivar del incumplimiento 

alegado en el asunto bajo examen, como lo estipula el artículo 1546 

del Código Civil (…)”  (resalto del Despacho) 

 

Por lo tanto, como el legislador circunscribió los requisitos para la inscripción 

de la demanda a los señalados en los literales a) y b) del artículo 590 del 

Código General del Proceso, no es procedente imponer el estudio de la 

“apariencia del buen derecho” ni de los demás requisitos previstos en el 

literal c) de la norma en mención, para decretar la medida en los temas en 

que es procedente, como en los de responsabilidad civil.  

 

4. En este orden, sin necesidad de ahondar en otros aspectos, este Tribunal, 

por razones diferentes a las promovidas por la juez de primer grado, 

confirmará la decisión impugnada e impondrá condena en costas de esta 

instancia a la parte demandada. Como agencias en derecho, a favor de la 

demandante se fija la suma de $908.526°°, equivalente a un salario mínimo 

legal mensual vigente. 

 

Por lo expuesto, el Despacho RESUELVE:  

 

PRIMERO. Confirmar la decisión adoptada por el Juzgado 008 Civil del 

Circuito de Medellín, mediante auto de 22 de octubre de 2021, por las 

razones expuestas en este proveído. 

 

SEGUNDO: Costas en esta instancia a cargo de la parte demandada. Como 

agencias en derecho se fija la suma de $908.526°°, equivalente a 1 Smlmv. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

Magistrada  


